
 
 
 

 

 

En relación con el anteproyecto de la Ley Foral de Industria y de Fomento 

Empresarial remitido por el Departamento de Industria y de Transición Ecológica y 

Digital Empresarial, la Dirección General de Ordenación del Territorio emite el 

siguiente 

 

 

INFORME 

 

El anteproyecto de la Ley Foral de Industria y de Fomento Empresarial 

pretende dar un impulso a la política industrial de Navarra. Para ello, y amparándose 

en las competencias que ostenta la Comunidad Foral de Navarra, regula en su Título 

IV diferentes figuras que persiguen la simplificación y agilización de los procedimientos 

administrativos de implantación de iniciativas empresariales. En el Capítulo III de dicho 

Título establece una regulación para lo que denomina Proyectos Empresariales de 

Interés Estratégico para Navarra, que supone una novedad y que pretende ir más allá 

de la anterior regulación de las Inversiones de Interés Foral, a las que en el texto 

actual designa como Proyectos de Inversión de Interés Foral. La definición de esos 

proyectos de interés estratégico, junto con los procedimientos de declaración y 

aprobación, así como los efectos de estos, se recogen en los artículos 30 hasta el 34 

del anteproyecto que ahora se informa. 

 

Los Proyectos Empresariales de Interés Estratégico para Navarra se definen 

como aquellos proyectos con un alto impacto económico, social y territorial que 

cumplen los requisitos de los Proyectos de Inversión de Interés foral (regulados en el 

mismo capítulo) pero que además tengan incidencia y efectos que trasciendan el 

ámbito municipal. Precisamente por ese especial valor, se les otorga en el 

anteproyecto la naturaleza jurídica de instrumento de ordenación del territorio, lo que 

determina unas consecuencias jurídicas que facilitan y agilizan su implantación en el 

territorio. Dicha naturaleza explica que la tramitación del proyecto recaiga en la 

Dirección General con competencia en ordenación del territorio y su aprobación final 

en el Gobierno de Navarra. 

 

El procedimiento establecido en el anteproyecto consta de dos fases. La 

primera fase es la propia declaración como proyecto estratégico y corresponde su 

tramitación al Departamento competente en materia de industria en el Gobierno de 

Navarra, sin perjuicio de la intervención de otros departamentos cuyo pronunciamiento 

se considere determinante para tal calificación y declaración por el Gobierno de 

Navarra. 

 

Del análisis de esta primera fase conviene señalar dos aspectos: 

 

En primer lugar, el papel excesivamente preponderante otorgado en el artículo 

31.3 del anteproyecto a cualquiera de los ayuntamientos afectados por el proyecto 

estratégico, hasta el punto que desvirtúa la eficacia de la regulación. 

 



 
3. El departamento competente en materia de industria dará traslado de la solicitud a los 
Ayuntamientos en cuyo territorio se ubique el proyecto a fin de que en un plazo máximo de tres 
meses tomen acuerdo plenario adoptado por mayoría sobre su conformidad a la declaración 
del proyecto como proyecto empresarial de interés estratégico para Navarra. En el caso de que 
alguno de los Ayuntamientos afectados acuerde su disconformidad con la declaración del 
proyecto, la persona titular del departamento competente en materia de industria pondrá fin al 
procedimiento y archivará las actuaciones. Transcurrido el plazo sin que los Ayuntamientos 
tomen acuerdo o se pronuncien sobre su conformidad o disconformidad, se seguirá en todo 
caso con el procedimiento.  
 
De igual modo, los Ayuntamientos dispondrán del mismo plazo para emitir informe sobre los 
aspectos referidos a materias de su competencia. Transcurrido el plazo sin que se haya 
recibido informe de los Ayuntamientos afectados, proseguirá el procedimiento y no se tendrán 
en cuenta los informes que se reciban con posterioridad. 

 

Se está contemplando por lo tanto un doble pronunciamiento: el acuerdo 

plenario de conformidad o disconformidad y el informe de la entidad local sobre 

materias de competencia municipal. En el texto del anteproyecto se refleja de forma 

muy clara que el acuerdo plenario que adopte cualquiera de los ayuntamientos 

afectados, en el caso de ser disconforme, archiva automáticamente el proyecto, dando 

por finalizada la tramitación. Sólo en el caso de conformidad, o de no pronunciarse en 

el plazo de tres meses, podrá continuar la tramitación. 

 

Junto a esta intervención, los municipios también pueden pronunciarse a través 

de un Informe sobre materias de su competencia. En el caso de no emitirse en el plazo 

de tres meses proseguirá el procedimiento y no se tendrá en cuenta el que pudiera 

emitirse con posterioridad.   

El anteproyecto no expresa qué consecuencias tiene la emisión del informe municipal 

con eventuales determinaciones que considerase la entidad local que habría que 

incorporar al proyecto. Parece que sería procedente completar el texto del 

anteproyecto con las consecuencias de la emisión de este informe en plazo, así como 

su naturaleza en cuanto a su grado de vinculación. 

 

En segundo lugar, el procedimiento previsto para la declaración como proyecto 

estratégico tiene en el anteproyecto un plazo máximo de resolución de tres meses 

desde que tiene entrada la presentación de la solicitud; pero ha de observarse que 

dicho plazo es coincidente con el otorgado a las entidades locales para pronunciarse 

con el acuerdo plenario y el Informe municipal. Parece prudente coordinar ambos 

plazos, porque a la espera de los pronunciamientos municipales inevitablemente se 

superará el plazo máximo para resolver el procedimiento de declaración del proyecto 

empresarial de interés estratégico diseñado en el anteproyecto. 

 

Por último señalar que la declaración, una vez aprobada, tiene varios efectos 

con incidencia en la fórmula de tramitación del procedimiento, pero destaca desde el 

punto de vista territorial que reconoce y dota al proyecto empresarial de interés 

estratégico de un carácter supramunicipal, abriendo la puerta a la siguiente fase. 

 

La segunda fase persigue la aprobación del proyecto como instrumento de 

ordenación del territorio y cae bajo el paraguas competencial de la Dirección General 

de Ordenación del Territorio, requiriendo informe de la Comisión de Ordenación del 



 
 
 

Territorio, con carácter previo a su aprobación por el Gobierno de Navarra. El 

procedimiento planteado en el anteproyecto permite simultanear la aprobación del 

proyecto y la tramitación ambiental que corresponda, posponiendo la autorización 

ambiental, si el informe municipal de compatibilidad urbanística es negativo, al 

momento de aprobarse el proyecto empresarial de interés estratégico. 

 

La documentación que propone el anteproyecto para completar el expediente 

que se presente en la Dirección General de Ordenación del Territorio, en su artículo 

33.4.e), es excesivamente detallada, al reproducir el artículo 43.1.d) del Decreto Foral 

Legislativo 1/2017, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de 

Ordenación del Territorio y Urbanismo. 

 

e) Clasificación y calificación del suelo, así como las determinaciones de carácter 

estructurante y pormenorizado que sean precisas para la urbanización de cualquier clase de 

suelo. No obstante, la fijación de determinaciones pormenorizadas podrá dejarse total o 

parcialmente a su desarrollo a través de Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de 

Detalle, pudiendo llevarse a cabo su ejecución a través de Proyectos de Urbanización y de los 

correspondientes instrumentos de gestión urbanística necesarios según el sistema de 

actuación por el que se desarrolle el proyecto, que serán aprobados por el departamento 

competente en materia de ordenación del territorio, previa audiencia de los Ayuntamientos 

afectados, o por el Ayuntamiento correspondiente si así lo autoriza el citado departamento y 

con sujeción a las directrices del mismo.  

 

En el caso de un proyecto empresarial estratégico bastaría con establecer en el 

apartado e) “las determinaciones de aplicación directa para el uso y protección del 

suelo en el ámbito del proyecto y su justificación”. 

 

Una última consideración acerca de la regulación descrita: se trata de un 

procedimiento necesario y muy útil para la implantación en el territorio de actividades 

empresariales con una especial relevancia y singularidad, y se trata de una figura que 

encaja en el ordenamiento jurídico que lo ampara. El recurso a estos instrumentos se 

justificará en la singularidad y excepcionalidad de los mismos, por tratarse de una 

figura híbrida entre la ordenación del territorio y el urbanismo, entre lo estratégico y lo 

operativo. Por los propios requisitos exigidos a los proyectos empresariales de esta 

naturaleza, no será una herramienta de uso indiscriminado, teniendo antes bien un 

valor intrínseco y de enorme interés para el desarrollo de la planificación económica 

regional. 

 

CONCLUSIÓN 

 

A la vista de las consideraciones anteriores, se informa favorablemente el texto 

del Anteproyecto de Ley Foral de Industria y Fomento Empresarial, excepto en lo que 

se refiere al artículo 31.3, que se propone eliminar, recuperando la redacción del 

segundo borrador del anteproyecto sometido a participación ciudadana: 

 

Se dará traslado de la solicitud a los Ayuntamientos en cuyo territorio se ubique 

el proyecto a fin de que en un plazo de quince días hábiles puedan emitir informe 




